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BOLETIN N° 454-07
INFORME DE LA COMISION DE CONSTITUCION, LEGISLACION, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de ley que dicta normas para establecer la conciliación previa antes de iniciar cualquier proceso, salvo las excepciones legales.

_______________________________

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, que se inició en una Moción de los HH. Diputados señores Aldo Cornejo González, Hosaín Sabag Castillo y Sergio Elgueta Barrientos y de los ex Diputados señores Hernán Bosselin Correa, Jorge Molina Valdivieso y Sergio Pizarro Mackay.


Asistió a dos de las sesiones en que vuestra Comisión discutió este proyecto de ley el H. Senador señor Miguel Otero Lathrop.  También concurrieron, especialmente invitados, el señor Ministro de la Excma. Corte Suprema, don Roberto Dávila Díaz; el señor Presidente del Colegio de Abogados de Chile, don Sergio Urrejola Monckeberg; el señor Presidente del Instituto Chileno de Derecho Procesal, don Waldo Ortúzar Latapiat, y la señora asesora jurídica del Ministerio de Justicia, doña Consuelo Gazmuri Riveros.

- - -

ANTECEDENTES
1.- Antecedentes de Derecho

El Título II del Libro II del Código de Procedimiento Civil, que regula la conciliación.


Al respecto, el artículo 262 dispone que, en todo juicio civil, con excepción de los juicios o procedimientos especiales relativos al derecho legal de retención, a la citación de evicción y al juicio de hacienda, el juez puede, en cualquier estado de la causa, llamar a las partes a conciliación y proponerles bases de arreglo.


De conformidad al artículo 263, en esta actuación el juez obrará como amigable componedor, tratando de obtener un avenimiento total o parcial en el litigio.  Las opiniones que emita no lo inhabilitarán para seguir conociendo de la causa.


Para tales efectos, el juez citará a un comparendo, al cual, según lo establece el artículo 264, deberán concurrir las partes personalmente o representadas por apoderados.  El juez podrá exigir la comparecencia personal de las partes.


El artículo 265 permite suspender o postergar la audiencia, a petición de los interesados.  A la nueva audiencia deben concurrir las partes sin nueva notificación.


El juez está facultado, en virtud del artículo 266, para ordenar agregar de oficio los antecedentes y medios probatorios que estime pertinentes.


Por mandato del artículo 267, de la conciliación se levantará acta, que consignará sólo las especificaciones del arreglo, la cual será suscrita por el juez, las partes que lo deseen y el actuario, y se estimará como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.


Finalmente, el artículo 268 prescribe que, en caso de que la conciliación se rechace o que fracase el comparendo, el secretario del tribunal certificará este hecho, y la causa seguirá su curso.

2.- Antecedentes de hecho

i.- La Moción con que se dio origen a este proyecto de ley.


Sus autores, luego de recordar las disposiciones contenidas en el Código de Procedimiento Civil y en el Proyecto de Código Procesal Civil Modelo para Iberoamérica, declaran que, dentro del espíritu de las reformas que se aspiran a introducir a nuestro sistema judicial, se deben consagrar preceptos que den mayor rapidez a la tramitación de las causas y que pongan término a las mismas en forma prudencial.


Estiman que la conciliación es un instrumento procesal que, aplicado en la etapa anterior a la demanda propiamente tal, podrá contribuir a solucionar contiendas que a veces suelen prolongarse innecesariamente.


Piensan que es el tribunal el que, asumiendo un papel activo, puede proponer, en todo estado, bases de arreglo que produzcan la reconciliación de las partes.


ii.- El Proyecto de Código Procesal Civil Modelo para Iberoamérica.  (Editado por EDEVAL, Universidad de Valparaíso, 1989).


En la presentación de esta obra, hace presente el profesor del ramo don Raúl Tavolari Oliveros que el referido proyecto fue el resultado de los debates que se llevaron a cabo en Roma por un grupo de juristas iberoamericanos y europeos, convocados por el Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal, con el patrocinio del gobierno italiano y la organización de la Asociación de Estudios Sociales Latinoamericanos y de la Universidad de Roma II.  Su redacción se encomendó a los profesores uruguayos señores Enrique Vescovi, Adolfo Gelsi Bidart y Luis Torello.


Destaca que el texto que se ha elaborado recoge proposiciones que cuentan con el respaldo de la procesalística contemporánea, al grado que los juristas de la Comunidad Económica Europea, encomendados de estudiar la unificación de la legislación procesal del viejo mundo, lo han adoptado como documento de trabajo.


El proyecto de Código Procesal Civil Modelo regula este tema en sus artículos 263 a 267, contenidos en el Libro II, "Desarrollo de los procesos", Título I, "Procesos Preliminares", Capítulo I, "Conciliación Previa".


El artículo 263 señala que, antes de iniciar cualquier proceso, el futuro actor deberá pedir audiencia para intentar la conciliación con el futuro demandado.


El artículo 264, contempla, como excepciones a la tentativa de conciliación previa, los procesos penales, salvo los de difamación o injuria y los que requieran instancia del ofendido; los procesos que no se tramiten por la vía ordinaria; los de jurisdicción voluntaria y aquellos que la ley excluya.


El artículo 265 regula el procedimiento para llevar a efecto la conciliación previa. Al respecto dispone que la audiencia se convocará por el tribunal para un día y hora determinada; en caso que el citado no asista, el tribunal podrá convocar a una nueva audiencia bajo apercibimiento de que la no comparecencia se tendrá como presunción simple en contra de su interés en el proceso ulterior.


El artículo 266 dispone que la audiencia se documentará en acta resumida, en la que se establecerá la pretensión inicial de cada parte; las soluciones propuestas por éstas y por el tribunal; la conciliación acordada o la persistencia del litigio, y el domicilio de las partes.


El artículo 267, al regular los efectos de la conciliación, prescribe, primeramente, que tiene los efectos y está sujeta a los mismos requisitos de la transacción judicial, y en segundo término, ordena que la inexistencia de constancia de haberse celebrado la conciliación en los casos en que procediera, no anulará lo actuado, pero el tribunal deberá decretar el cumplimiento de ese requisito, suspendiéndose entre tanto el procedimiento respectivo.


iii.- El discurso pronunciado el día 1° de marzo de 1994, por el señor Presidente de la Excma. Corte Suprema, don Marcos Aburto Ochoa (Diario Oficial de 14 de marzo de 1994).


En esa oportunidad, refiriéndose a la modernización de la justicia, -y haciendo reserva que su opinión sólo representa el pensamiento personal de quien ejerce la presidencia del más alto tribunal del país-, consideró que habían coincidencias de apreciación programática con el programa de trabajo del nuevo Gobierno, ya que "también nos hemos inclinado por un establecimiento de procedimientos de conciliación y por la importancia del arbitraje en determinadas materias".

DISCUSION GENERAL

El proyecto de ley acompañado a la moción parlamentaria, inspirado en el ya aludido Proyecto de Código Procesal Civil Modelo para Iberoamérica, diseñó dos característias básicas para la conciliación.


En cuanto a la oportunidad en que deberá plantearse, decidió que sería "antes de iniciar cualquier proceso", excepción hecha de ciertos procedimientos contenciosos especiales y procedimientos no contenciosos.


En lo que respecta a la naturaleza de esta diligencia, se le dió carácter obligatorio, disponiéndose que el futuro actor debe necesariamente pedir audiencia judicial para intentar la conciliación con el futuro demandante.


La H. Cámara de Diputados recabó el parecer de la Excma. Corte Suprema, la cual, por oficio N° 9.064, de 27 de diciembre de 1991, lo informó favorablemente, pero propuso que la conciliación previa no fuese obligatoria, sino facultativa para el interesado para llevarla a cabo.


Ese alto tribunal fue también de parecer de que debieran contemplarse las disposiciones necesarias para determinar los efectos que el llamamiento a conciliación ha de producir en instituciones como la procedencia de las medidas prejudiciales y la interrupción de la prescripción.


Tales sugerencias fueron acogidas en el primer trámite constitucional, y, en esa virtud, el proyecto enviado a esta Corporación contempla la audiencia de conciliación como previa a la demanda, pero en calidad de trámite facultativo para el actor.


Con el objeto de reunir mayores antecedentes, la Comisión, mediante oficio de 1° de junio de 1993, solicitó al Centro de Estudios y Asistencia Legislativa de la Universidad Católica de Valparaíso, le hiciera llegar su opinión acerca del proyecto en estudio.


Dicho Centro de Estudios, en respuesta, envió a vuestra Comisión el informe que elaboró el profesor señor Juan Colombo Campbell, en su calidad de consultor de esa institución, a quien le pareció adecuada la idea de incorporar la conciliación como mecanismo de solución de conflicto anterior a la demanda.  El documento se refiere, en primer lugar, a los antecedentes doctrinarios acerca de esta actuación procesal, y, a continuación, al texto del proyecto en estudio. Este segundo aspecto de su análisis se expondrá al tratar la discusión particular.


En el primer orden de materias, aborda los siguientes aspectos:


i.-  Define la conciliación como "un acto jurídico procesal bilateral en virtud del cual las partes, a iniciativa del juez que conoce de un proceso, logran durante su desarrollo ponerle fin por mutuo acuerdo".


Hace notar que esta forma autocompositiva es siempre judicial, a diferencia de la transacción, que es extrajudicial; en igual forma, en la conciliación el juez tiene una participación activa, impulsando a las partes a llegar a una solución de su conflicto antes de la sentencia y, en cambio, el juez no participa en la génesis de la transacción.


ii.- Resume sus principales características, señalando que ella requiere la existencia de un proceso; para lograrla debe obtenerse acuerdo de las partes; participa activamente el juez de la causa; limita la competencia específica del tribunal, es decir, las partes sólo pueden autocomponer por esta vía las pretensiones y contrapretensiones debatidas; el acuerdo conciliatorio produce el efecto de cosa juzgada; y sólo puede referirse a litigios en que sea procedente la autocomposición, o sea, aquellos en que los intereses discutidos sean disponibles.


iii.-  Pone de relieve que, de acuerdo a nuestro sistema procesal, la conciliación puede provocarse de oficio o a petición de parte, siendo ésta una de las escasas ocasiones en que nuestro procedimiento civil contempla el principio inquisitivo o de la oficialidad.  Ello se explica, agrega, ya que es precisamente este tipo de facultades las que el legislador quiso que el juez ejerciera para agilizar, por esta vía, la solución del conflicto cuando, a su juicio, hubiere mérito para ello.


Por otra parte, destaca que en diversos procedimientos especiales se ha incorporado la conciliación como trámite obligatorio. Así, por vía de ejemplo, la ley sobre procedimientos ante los Juzgados de Policía Local, señala, en lo pertinente, que el juez llamará a las partes a conciliación después de oírlas sobre todo aquello que mire a su interés patrimonial, sin perjuicio de que pueda promover nuevamente la conciliación en el curso del proceso.  De igual manera, en los procedimientos de los Juzgados de Letras del Trabajo se refleja la actual tendencia sobre conciliación, al establecerla como trámite obligatorio y esencial, regulándola de tal manera que le exige al juez que presente bases para conciliar.  Sólo si no se produce acuerdo en la audiencia que al efecto se realice, continúa desarrollándose el procedimiento.


Recuerda, por último, el artículo 573 del Código de Procedimiento Penal que, refiriéndose al procedimiento por delitos de acción privada por injurias o calumnias, contempla un primer comparendo destinado únicamente a provocar una conciliación entre las partes, que el texto denomina avenimiento.


iv.- Efectúa a continuación un estudio paralelo de la conciliación con el avenimiento.  Entiende por éste "el acuerdo que logran las partes de un proceso en virtud del cual le ponen término a su conflicto pendiente, expresándoselo así al tribunal que está conociendo de la causa".


Observa que, a diferencia de la conciliación, el avenimiento no está regulado sistemáticamente, y que el problema más importante que presenta frente a nuestro ordenamiento procesal, radica en saber cuándo se perfecciona y, por ende, en precisar el instante en que genera el efecto de cosa juzgada.  A su juicio, si se acepta la tesis de que el proceso es la única forma general de solución de conflictos autorizada por nuestro sistema procesal y que la autocomposición y la autotutela sólo pueden emplearse cuando hay norma expresa que las autorice, debe necesariamente concluirse que el juez debe tener el control de lo que las partes avienen en el proceso sometido a su competencia.  En ese sentido, es el juez, quien, conociendo del contenido del avenimiento, debe dictar una resolución al respecto, aceptándolo o rechazándolo, por ser esta facultad inherente al ejercicio de su función jurisdiccional.  En cambio, si las partes no desean que el juez intervenga y controle la legalidad de sus acuerdos, tienen el camino de la transacción legislado minuciosamente por el Código Civil.


Sin perjuicio del informe despachado por la Excma. Corte Suprema a la H. Cámara de Diputados en su oportunidad, atendido el hecho de que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa simultáneamente con el análisis de otras dos que también modifican los Códigos de Procedimiento Civil y Penal y el Código Orgánico de Tribunales en lo relativo a la relación de las causas y a los alegatos de las mismas (Boletín N° 175-07) y en cuanto a suprimir la obligación de las partes de comparecer ante el tribunal superior para proseguir los recursos que hubieren interpuesto dentro del plazo legal (Boletín N° 787-07), prefirió escuchar nuevamente a ese alto tribunal, al tenor de los proyectos de ley despachados en definitiva por la H. Cámara de Diputados.


Sobre el particular, la señalada Corte, mediante oficio N° 3011, de 6 de mayo pasado, expresó que mantenía lo informado a la H. Cámara de Diputados en su momento.


Previamente, el tribunal supremo había aceptado la invitación que esta Comisión le formuló, en orden a designar a uno de sus señores integrantes para que concurriese a las sesiones en que se debatirían los mencionados proyectos de ley, nombramiento que recayó en el Ministro señor Roberto Dávila Díaz.


En lo atinente a esta iniciativa, el mencionado Ministro señor Dávila expresó que dicha Corte era del criterio de mantener la regulación actual de la conciliación en la oportunidad en que se contempla en el Código de Procedimiento Civil, es decir, durante el curso del procedimiento.  Sin perjuicio de ello, manifestó opinión favorable hacia la iniciativa en su oportunidad, haciendo una proposición para que la conciliación tuviese carácter voluntario y no imperativo como aparecía en el proyecto, toda vez que de esta última forma el demandante debería buscar anticipadamente un arreglo con su futuro demandado.  Siguiendo esa línea de razonamiento, agregó, resulta adecuado que el tribunal deba llamar a conciliación una vez que ha avanzado la tramitación del proceso, ya que le permitirá formarse una opinión acerca de las piezas del expediente, y ejercer en forma satisfactoria la función de proponer las bases de arreglo.


En este mismo orden de ideas, planteó que podía regularse esta situación de manera análoga a la de los juicios laborales, donde el juez, una vez que se ha contestado la demanda, o la reconvención en su caso, o habiendo transcurrido los plazos para hacerlo, debe citar a las partes a una audiencia de conciliación.  Enfatizó que semejante actuación judicial ha operado adecuadamente en ese tipo de juicios.


Invitado a exponer sus planteamientos ante la Comisión, el Instituto Chileno de Derecho Procesal, representado por su Presidente, señor Waldo Ortúzar, estimó que la oportunidad establecida en el proyecto para la conciliación, esto es, antes de presentarse la demanda, no es conveniente, ya que podría significar un recargo de trabajo para los jueces, por cuanto, para que cumpla su objeto, debe ser el juez quien la dirija, lo cual, además, significaría una demora en la realización de las audiencias de conciliación.


Tampoco, agregó, es oportuno el llamado a conciliación en ese momento, porque el juez desconoce  el asunto y las posiciones de las partes, y tendrá que comenzar por imponerse previamente de ellas.


Concluyó que parece más adecuado hacer obligatorio el llamado a conciliación una vez contestada la demanda, o bien concluído el período de discusión , ya que así el juez contaría con los elementos necesarios para conducir el proceso de conciliación.  Hizo hincapié en que esta atribución del juez debe ser indelegable: ha de estar presente y conducir el proceso de conciliación.


Para cumplir este objetivo, precisó, bastaría con incorporar un artículo en el actual Título relativo a la conciliación, y no sería necesario agregar un Título especial como se propone en la iniciativa en estudio.


El Presidente del Colegio de Abogados de Chile, don Sergio Urrejola, compartió en su integridad la posición del Instituto Chileno de Derecho Procesal.  Agregó que un destacado grupo de especialistas estudió en su oportunidad este tema, y fruto de ese trabajo es un anteproyecto de ley que regula la conciliación, copia del cual puso a disposición de la Comisión.


En dicho documento, entre otros diversos preceptos, se hace procedente la conciliación en todos los juicios civiles en que legalmente sea admisible la transacción, con excepción  de los procedimientos especiales relativos al derecho legal de retención, a la citación de evicción y al juicio de hacienda.


Se le otorga carácter obligatorio al trámite de conciliación en única o primera instancia, y debe llamarse a ella una vez que se encuentre contestada la demanda.  En caso que se de por contestada en rebeldía, se omitirá este trámite, sin perjuicio de la facultad de  llamar de oficio a conciliación.


Advierte que, en aquellos casos en que la demanda deba ser contestada en un comparendo, la respectiva audiencia será, también, de conciliación, y se verificará ésta después de la contestación.  En los procedimientos en que la demanda deba ser contestada por escrito, el tribunal citará a audiencia de conciliación una vez contestada la demanda.


Finalmente, permite que el tribunal, sin perjuicio de la oportunidad en que es obligatorio el llamado a conciliación, cite de oficio o a petición de parte a conciliación, una vez contestada la demanda y antes de la dictación de sentencia.


La asesora del Ministerio de Justicia, señora Consuelo Gazmuri, hizo saber su concordancia con las observaciones del Instituto Chileno de Derecho Procesal, particularmente por el atochamiento de trabajo que produciría en los tribunales, y la ausencia de elementos de juicio en que se encontraría el juez.


A la luz de los antecedentes recogidos por la Comisión, sus HH. Señores integrantes debatieron exhaustivamente la institución de la conciliación, en cuanto mecanismo resolutivo de conflictos jurídicos entre las personas, con especial detención en la oportunidad en la cual debe ser procedente y el carácter que debe tener.


El H. Senador señor Larraín señaló que esta iniciativa de ley es atractiva, en la medida que puede evitar procesos de larga duración y dar solución a conflictos que ya se encuentran radicados ante un tribunal, por lo que se manifestó en desacuerdo con establecer la conciliación en forma previa a la presentación de la demanda.  Se declaró partidario de establecerla con carácter obligatorio, pero una vez que se encuentra contestada la demanda o, en su caso, terminado el período de discusión.


En otro orden de materias, indicó que la extensión del ámbito de aplicación de la conciliación se inserta en las nuevas propuestas existentes, tanto en nuestro país como en el extranjero, de acrecentar la solución privada de los conflictos.  Los arbitrajes y los grupos de mediadores o conciliadores representan instancias adecuadas para dar cumplimiento a este propósito.  En ese sentido, y recogiendo la experiencia de otros países, señaló que resultaría oportuno crear en nuestro sistema jurídico centros de esta especie, regulados por el Ministerio de Justicia, donde un cuerpo de abogados, previamente calificados, resolviera los problemas jurídicos que tuvieran las personas.  Consideró que esta idea complementaría el proyecto de forma muy sustancial, sin perjuicio de haberse declarado partidario de esta iniciativa de ley, en los términos antes referidos.


Por su parte, el H. Senador señor Díez subrayó la importancia del tema, porque, normalmente, los conflictos llegan a los tribunales después de haberse intentado el avenimiento, ya sea de manera formal o informal. A vía ejemplar, trajo a colación los problemas laborales, que por regla general llegan a los Tribunales del Trabajo una vez que ha fracasado la instancia de avenimiento que se desarrolla ante los Inspectores del Trabajo.


En este mismo orden de materias, destacó que, en muchas oportunidades, las Corporaciones de Asistencia Judicial, el Cuerpo de Carabineros, las Municipalidades y las Juntas de Vecinos juegan un papel importante en la resolución de conflictos que se presentan entre las partes, y consideró particularmente digno de mencionarse el trabajo que, en el mismo sentido, desarrollan los jueces en provincias.


Agregó que discrepa del proyecto en los términos en que está concebido, porque, en su opinión, el ejercicio de un derecho, que se traduce en la demanda judicial, no puede estar sujeto a una instancia previa de conciliación.  Distinta es la situación si se fija ésta como una diligencia posterior, pese a que no le satisface por completo la idea de crear nuevos trámites procesales.


El H. Senador señor Letelier, luego de reparar en diversos defectos de técnica jurídica en el proyecto, señaló su preferencia por establecer el llamado a conciliación para cuando esté terminada la etapa de discusión del juicio, y con carácter obligatorio.


El H. Senador señor Zaldívar consideró que la creación de un cuerpo de mediadores, sugerida por el H. Senador señor Larraín, no representaría una verdadera solución para los sectores de más bajos recursos.  Hizo suyo el criterio de los demás señores integrantes de la Comisión, en orden a establecer la convocatoria a conciliación como obligatoria, terminada la etapa de discusión del juicio, pero subrayó que deberían fijarse plazos reducidos para tal propósito, o, en su defecto, una determinación muy clara de las etapas procesales, a fin de evitar la consiguiente dilación del proceso.


- En consecuencia, la Comisión, en consideración a los planteamientos expuestos en su seno, aprobó en general la iniciativa en estudio, por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Díez, Larraín, Letelier y Zaldívar. 

DISCUSION PARTICULAR
Artículo 1°

Agrega al Libro Primero del Código de Procedimiento Civil un Título XXI nuevo, denominado "Conciliación Previa", que consta de cuatro artículos.


El primero de ellos, rotulado 252 bis, dispone que, antes de iniciarse cualquier proceso, con excepción de los juicios o procedimientos especiales relativos al juicio ejecutivo en las obligaciones de dar, al procedimiento ejecutivo en las obligaciones de hacer y de no hacer, a los efectos del derecho legal de retención, a la citación de evicción y al juicio de hacienda, y a los actos judiciales no contenciosos a que se refiere el Libro Cuarto, el futuro actor podrá solicitar audiencia para intentar la conciliación con el futuro demandado, la que será citada por el juez competente para conocer el proceso judicial a intentarse.


Asimismo, fija la oportunidad de la audiencia, que será presidida por el juez.  Este podrá exigir la comparecencia personal de las partes, y, a pedido de la parte solicitante, podrá convocar a una nueva audiencia en caso que el citado no haya comparecido, bajo apercibimiento de que su inasistencia se tendrá como presunción legal en contra de su interés en el proceso ulterior.


Agrega que esta gestión, legalmente notificada, interrumpe la prescripción, y que no será obstáculo para la concesión de medidas prejudiciales.


El segundo, signado 252 bis, segundo, establece que el juez obrará como amigable componedor, tratará de obtener un avenimiento total o parcial en el litigio, y no quedará inhabilitado para seguir conociendo de la causa por las opiniones que emita.


El siguiente artículo 252 bis, tercero, exige levantar un acta de la conciliación, sea total o parcial, suscrita por el juez, las partes que lo deseen y el actuario, la que tendrá, para todos los efectos legales, carácter de sentencia ejecutoriada.


Añade que, si se rechaza la conciliación o no se verifican los comparendos, el secretario certificará este hecho, y la causa seguirá su curso, debiendo presentarse la demanda.


Finalmente, el artículo 252 bis, cuarto, regula el procedimiento a seguir en los casos en que no se deje constancia de haberse celebrado la audiencia deconciliación previa obligatoria.  Dispone que lo actuado no será nulo, y el juez deberá disponer el cumplimiento de dicho trámite, suspendiéndose el procedimiento hasta tanto no se lleve a efecto.


En el aludido informe expedido a través del CEAL, el profesor señor Colombo consignó variadas observaciones a esta normativa.  Entre otras, consideró innecesario incorporar un nuevo título que contenga normas sobre la conciliación predemanda, toda vez que ella está suficientemente regulada en el título II del Libro II, que debe complementarse con la idea que plantea el proyecto.  En todo caso, si se decidiera crear un nuevo título, debiera incorporarse antes de las reglas relativas a los incidentes especiales y no como título final, ya que la conciliación debe regularse en forma previa a los recursos procesales, la ejecución de las resoluciones judiciales y las multas.


Asimismo, estimó incongruente señalar que la conciliación debe solicitarse antes de iniciar cualquier proceso, ya que si éste no existe no puede haber actividad jurisdiccional de ninguna especie, y, precisamente, la conciliación es una forma de dar inicio al procedimiento.  Propuso sustituir las exposiciones "futuro actor" y "futuro demandado" por la de "partes del conflicto" u otra semejante, a fin de que queden afectadas por la cosa juzgada.  Observó que la petición de conciliación debería contener requisitos mínimos, similares a los exigidos para la solicitud de medidas prejudiciales.


Sugirió también que las citaciones a conciliación se notifiquen personalmente, a fin de velar por la validez del emplazamiento.  Planteó, como punto de mérito, si el juez, frente a la petición, debe necesariamente llamar a conciliación o puede evaluar su procedencia.  Discrepó de la sanción por la inconcurrencia, ya que la inasistencia a una audiencia, dentro de un procedimiento civil dispositivo, sólo acarrea la preclusión de un derecho y una eventual sanción, que debería consistir en multas, de forma que no se altere el mérito del proceso, como ocurriría de invertirse la carga de la prueba.


Recomendó, además, fijar un plazo para presentar la demanda en caso de que la conciliación fracase, ya que el sujeto pasivo se encuentra emplazado, y solo podrá alegar el abandono del procedimiento.  Por último, fue partidario de modificar el Código Orgánico de Tribunales, en el sentido de incorporar los asuntos iniciados por conciliación como forma de dar inicio al proceso entre aquellos que no requieren nueva distribución de la causa.


La Comisión revisó este artículo a la luz de las ideas aprobadas durante la discusión general del proyecto, en el sentido de establecer la convocatoria a conciliación como obligatoria, una vez que se haya contestado la demanda o, en su caso, terminado el período de discusión.


1.- Evaluó, al respecto, la conveniencia de incorporar un nuevo Título al Libro Primero "Disposiciones comunes a todo procedimiento", del Código de Procedimiento Civil, o de complementar y adecuar las normas vigentes del Libro Segundo "Del juicio ordinario", que comprenden los artículos 262 a 268 de ese cuerpo de leyes.


Ello, por cuanto, al darse a este nuevo trámite carácter imperativo no sólo en el juicio ordinario, sino que también en procedimientos especiales, se hace necesario consultar normas para aquellos casos en que la contestación no se expide por escrito, sino que se recibe en una audiencia, que en ocasiones tiene también carácter de audiencia de prueba.


La necesidad de regular en forma sistemática esta institución, evitando reiteraciones superfluas o el uso de alusiones a otras disposiciones, en su caso, movió a la Comisión a estimar acertada la mantención de la estructura vigente.


Tratar la conciliación a propósito del juicio ordinario, en efecto, tiene la ventaja, desde el punto de vista formal, que no acarrea la necesidad de alterar la división de los Títulos del Libro Primero ni la numeración de su articulado.  Con un enfoque sustantivo, cabe agregar que es una opción que se ve robustecida por el hecho de que la conciliación adquiere el carácter de trámite obligatorio de ese procedimiento.  Además, ya en la actualidad el artículo 262 extiende la aplicación de este instituto a "todo juicio civil", con las solas excepciones que señala.  Y por último, es inconcuso el carácter de procedimiento supletorio que tiene el juicio ordinario, al tenor del artículo 3° del Código del ramo, en cuya virtud debe aplicarse en todas las gestiones, trámites y actuaciones que no estén sometidas a una regla especial diversa, cualquiera que sea su naturaleza.


Todo ello hace que la regulación de esta institución procesal dentro del Libro Segundo del Código de Procedimiento Civil no afecte en absoluto su naturaleza de trámite común a todo procedimiento civil contencioso, con las salvedades legalmente previstas.


2.- En consideración a los acuerdos antes reseñados, la Comisión advirtió que diversas normas del artículo 252 bis de la H. cámara de Diputados pierden razón de ser, sea porque suponen el llamado a conciliación antes de la presentación de la demanda -como la petición del futuro actor de que se cite a audiencia, la determinación del juez competente y de los efectos que produciría en la prescripción y en la concesión de medidas prejudiciales-, o porque reproducen en lo sustancial preceptos vigentes, como la posibilidad de concurrencia personal o por apoderado y la facultad judicial de ordenar la primera de ellas, situación que ocurre igualmente en los artículos 252 bis, segundo, y 252 bis, tercero, que repiten los artículos 263 y 267 del Código.


Por tal motivo, elaboró un texto sustitutivo, teniendo en vista las restantes disposiciones aprobadas en el primer trámite constitucional, así como las sugerencias recibidas durante la discusión general.


3.- Dicho texto, en primer lugar, reemplaza el artículo 262 del Código de Procedimiento Civil.


El ámbito de aplicación del trámite obligatorio de conciliación se precisa, refiriéndolo a todo juicio civil, como contempla el artículo vigente, a diferencia de la redacción de la H. Cámara de Diputados que lo amplía a "cualquier proceso", lo que la obliga a reglón seguido a excepcionar a los no contenciosos.


Pero, en este mismo punto, se creyó apropiada la recomendación del Colegio de Abogados de agregar que se trata de aquellos juicios civiles en que legalmente sea admisible la transacción.  Tal referencia al mismo campo del consentimiento en que se mueve auqella forma de autocomposición contractual permite determinar, de manera efectiva, la procedencia de la conciliación.  Se refuerza así la idea de que las partes han de poder disponer de los intereses discutidos en el litigio.


Las excepciones, vale decir, los juicios o procedimientos en que no corresponderá llamar a conciliación, son los que consulta la H. cámara de Diputados, a saber, los mismos que establece el actual artículo (efectos del derecho legal de retención, citación a evicción y juicios de hacienda), más el juicio ejecutivo de obligaciones de dar y el de obligaciones de hacer y de no hacer.  Pareció pertinente la exclusión también de los procedimientos ejecutivos, atendidas las características propias del título que sirve de fundamento a la demanda, el hecho de que el llamado a conciliación únicamente dilataría el procedimiento en beneficio del ejecutado, y la circunstancia de que el título ejecutivo, por excelencia, es la sentencia firme.  Como ella, normalmente, pondrá término a un juicio declarativo, en el cual el juez habrá llamado a conciliación a las partes, la reiteración de este trámite no tendría razón de ser.


La oportunidad para el llamado judicial a conciliación se prevé para cuando estén agotados los trámites de discusión.  En el juicio ordinario, ello ocurrirá una vez que se ha evacuado la dúplica, o se ha extinguido la posibilidad de presentarla por el vencimiento del plazo respectivo.


Con todo, la Comisión juzgó apropiado eximir de la convocatoria a conciliación a los casos en que corresponde que el tribunal, derechamente, cite a las partes para oír sentencia, ya sea porque el demandado aceptó las peticiones del demandante, porque no contradijo los hechos en materias sustanciales y pertinentes, o porque las partes así lo han pedido.  Estas situaciones están contempladas en el artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, al cual se decidió hacer mención explícita.


Dados los supuestos anteriores, el juez debe llamar a las partes a una audiencia de conciliación, y, en ella, proponerles bases de arreglo atendiendo a las pretensiones y contrapretensiones debatidas, lo que deberá hacer "personalmente".  Se utilizó esta expresión para reafirmar el carácter activo de la intervención del magistrado en la audiencia conciliatoria, y el hecho de que el cumplimiento de esta función, para la efectiva obtención de los resultados que se persiguen, debe ser indelegable.  Se acoge de esta manera el espíritu de la norma de la H. Cámara de Diputados que requiere que la audiencia sea "presidida" por el juez.


La actuación del magistrado con pleno conocimiento de causa, proveniente del estudio personal del proceso, se justifica además por cuanto, como se verá en relación con la modificación que proponemos al artículo 268, si fracasa la conciliación, debe proceder en seguida y de oficio a recibir la causa a prueba, para lo cual el artículo 318 del Código del ramo exige que haya examinado por sí mismo los autos.


La audiencia de conciliación se fijará para un día que medie entre el quinto y el décimoquinto siguiente a la fecha de notificación de la resolución que la convoca, en el caso del juicio ordinario y de los procedimientos en que los trámites de discusión se efectúan por escrito.  Cuando, por el contrario, el procedimiento contempla la realización de una audiencia para recibir la contestación de la demanda, no se estimó conveniente convocar a una audiencia distinta para el solo efecto de la conciliación, y, por lo tanto, dicha audiencia será de contestación y conciliación, y, si así lo establece el procedimiento, también de prueba, diligencias que se llevarán a cabo en ese mismo orden.


La Comisión ponderó la posibilidad de señalar que, para el caso del juicio ordinario, la notificación para esta audiencia se practicase por el estado diario, como forma de resguardar la celeridad del procedimiento, pero prefirió no innovar respecto de las reglas generales en materia de notificaciones.


Como postrera disposición de este artículo, se estimó útil conservar la facultad del tribunal de llamar a las partes a conciliación, cuando lo estime conveniente, y en cualquier estado de la causa.


4.- El artículo 263 del Código de Procedimiento Civil se consideró apropiado y suficientemente explícito acerca de la labor del tribunal en esta diligencia, por lo que se mantiene sin modificaciones.


Tampoco es objeto de cambios el artículo 264, que permite a las partes acudir al comparendo por sí o por apoderado, pero, a la vez, habilita al tribunal para exigir su comparecencia personal.


Se agrega a este artículo, eso sí, un nuevo inciso, basado en el anteproyecto del Colegio de Abogados, que está destinado a aclarar que, si en el proceso hay pluralidad de partes, la audiencia se llevará a cabo con las que concurran, y la conciliación operará entre aquellas que la acuerden.  Las restantes, en cambio, proseguirán el juicio.


5.- Los artículos 265, 266 y 267 del Código de Procedimiento Civil, relativos a la suspensión y postergación de la audiencia, a la agregación de antecedentes de oficio por el tribunal, y al levantamiento de un acta, no merecieron observaciones, salvo la sustitución, en este último, de la referencia al actuario por otra al secretario del tribunal.  Se consideró pertinente, porque debe ser el secretario quien suscriba el acta en su calidad de ministro de fe, más aún si se le atribuye a dicho documento, en la misma norma, el carácter de sentencia ejecutoriada.


6.-  El artículo 268 del Código del ramo, que ordena al secretario practicar la certificación de haberse rechazado la conciliación o de no haberse efectuado el comparendo, y dispone que la causa siga su curso, fue objeto de diversos análisis.


Como resultado del debate, se acordó solamente complementar esta norma con dos disposiciones encaminadas, por una parte, a compensar el tiempo ocupado en el trámite de conciliación, y, por otra, a aprovechar el conocimiento personal del proceso que tiene el magistrado.  Consisten en señalar que la certificación del secretario debe practicarse de inmediato, esto es, tan pronto se constate la ocurrencia de alguna de las dos expresadas circunstancias, y que, en seguida, vale decir, a continuación y de oficio, el tribunal ha de dictar la resolución que recibe la causa a prueba.


Se desecharon otras dos proposiciones.  Una de ellas consistía en establecer una sanción para la parte que no concurra al llamamiento judicial, la cual podría ser una multa.  La Comisión pensó que, consagrado el llamado a conciliación como un trámite más del juicio, debía seguir la suerte de los demás trámites, cuya omisión por una de las partes ocasiona sólo la preclusión del derecho, y no sanciones pecuniarias para ella.  Lo anterior, claro está, con la particularidad de que en la especie el tribunal, si lo estima conveniente, podrá citar de nuevo a las partes para el mismo objeto.


La restante sugerencia descartada pretendía, siguiendo la idea del artículo 252 bis, cuarto, de la H. Cámara de Diputados, que, en los casos en que procediera el llamado a conciliación y no se hubiese agregado la constancia de su celebración, lo actuado no fuese nulo, y el juez dispusiere el cumplimiento de esa diligencia.  Concluyó la Comisión que, en los términos en que se estaba despachando el artículo, no resultaría posible que se omitiese la certificación del secretario, porque sería fácilmente detectable en la medida que deben entregarse los autos al juez, con ella estampada, para los efectos de dictar de inmediato la resolución que recibe la causa a prueba.  En ese evento, el juez haría uso de sus atribuciones generales de corregir de oficio los errores de tramitación del proceso y de tomar las medidas que tiendan a evitar la nulidad de los actos de procedimiento, contempladas en el artículo 84, inciso final, del Código de Procedimiento Civil.  Por otro lado, si lo que se hubiese omitido fuese el llamado judicial a conciliación y el proceso hubiese proseguido sin corregir ese error, es evidente que se estaría en presencia de una causa de nulidad procesal.  Esta eventualidad se recoge en las modificaciones que se acordó introducir al Código mencionado y a las cuales nos referiremos más adelante, en orden a considerar el llamado a conciliación como un trámite o diligencia esencial en los juicios de mayor, de menor y de mínima cuantía, así como en los especiales, siempre, por cierto, que se reúnan los requisitos que lo hacen procedente.


7.- La Comisión adecuó las reglas del juicio de menor cuantía, introduciendo como una nueva modificación al procedimiento ordinario por el que se rige en lo sustancial, la reducción de los plazos para citar a la audiencia de conciliación.  Ese cambio al artículo 698 del Código de Procedimiento Civil guarda concordancia con la estructura general de esos juicios, que fundamentalmente apunta a un acortamiento de los términos previstos para el juicio ordinario.


8.- Finalmente, como se anticipó, la Comisión dio carácter de trámite o diligencia esencial al llamado a conciliación, tanto para los juicios de mínima cuantía -para lo cual se modifica el artículo 789 del Código de que se trata-, como para los de menor y de mayor cuantía y los juicios especiales, efectuando la alteración correspondiente en el artículo 795 del citado cuerpo de leyes.


Tal calidad la tienen sólo en los casos en que proceda realizar el llamado, conforme a las reglas generales del artículo 262 del Código del ramo.


- En consecuencia, el artículo 1° se sustituyó por el que proponemos más adelante, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Fernández, Larraín, Sule y Zaldívar.

Artículo 2°

Sustituye el artículo 253 del Código de Procedimiento Civil, con el objeto de concordar esta disposición, que establece que todo juicio ordinario comenzará con la demanda, con el nuevo título XXI que se agregaría a dicho Código en virtud de esta iniciativa de ley, relativo a la conciliación previa.  Con ello, el juicio ordinario se iniciaría con la demanda, sin perjuicio de las medidas prejudiciales o de la conciliación, en su caso.


- Como consecuencia de los acuerdos adoptados respecto del artículo 1°, se rechazó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Fernández, Larraín, Sule y Zaldívar.

Artículo Transitorio

Considera, para la vigencia de la ley, un plazo de 90 días contados desde su publicación en el Diario Oficial.


A petición del H. Senador señor Fernández, se dejó constancia que, en virtud del artículo 24 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las leyes, esta ley se aplicará a aquellos procesos en curso en los cuales, a la fecha de su entrada en vigor, aún no se haya recibido la causa a prueba, toda vez que la resolución que dispone esto último fija la preclusión de la etapa de conciliación que la precede en forma inmediata.  Si en el juicio, por el contrario, se ordenó recibir la causa a prueba, no será aplicable el llamado obligatorio a conciliación.


- Se aprobó unánimemente, con modificaciones de redacción, por los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Fernández, Larraín, Sule y Zaldívar.

- - -


En consideración a lo expresado precedentemente, vuestra Comisión os propone que aprobéis el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°

Reemplazarlo por el que se señala:


"Artículo único.-  Modifícase el Código de Procedimiento Civil en la forma que sigue:


1.- Sustitúyese el artículo 262 por el siguiente:


"Artículo 262.-  En todo juicio civil en que legalmente sea admisible la transacción, con excepción de los juicios o procedimientos especiales de que tratan los Títulos I, II, III, V y XVI del Libro III, una vez agotados los trámites de discusión y siempre que no se trate de los casos mencionados en el artículo 313, el juez llamará a las partes a conciliación y les propondrá personalmente bases de arreglo.


Para tal efecto, las citará a una audiencia para un día no anterior al quinto ni posterior al décimoquinto contado desde la fecha de notificación de la resolución.  Con todo, en los procedimientos que contemplan una audiencia para recibir la contestación de la demanda, se efectuará también en ella la diligencia de conciliación, evacuado que sea dicho trámite.


El precedente llamado a conciliación no obsta a que el juez pueda, en cualquier estado de la causa, efectuar la misma convocatoria."


2.- Incorpórase el siguiente inciso segundo al artículo 264:


"En los procesos en que hubiere pluralidad de partes, la audiencia se llevará a efecto aunque no asistan todas.  La conciliación operará entre aquellas que la acuerden y continuará el juicio con las que no hubieren concurrido o no hubieren aceptado la conciliación.".


3.- Reemplázase en el artículo 267 la palabra "actuario" por el vocablo "secretario".


4.- Sustitúyese el artículo 268 por el que se indica a continuación:


"Artículo 268.-  Si se rechaza la conciliación, o no se efectúa el comparendo, el secretario certificará este hecho de inmediato, y entregará los autos al juez para que éste, examinándolos por sí mismo, proceda en seguida a dar cumplimiento a lo señalado en el artículo 318.".


5.- Introdúcese en el artículo 698, a continuación de la regla 2a.,la siguiente regla 3a., nueva, pasando la actual 3a. a ser 4a. y cambiándose correlativamente la numeración de las restantes:


"3a.-  Se citará a la audiencia de conciliación para un día no anterior al tercero ni posterior al décimo contado desde la fecha de notificación de la resolución;"


6.- En el artículo 789, agrégase a continuación de las expresiones "las peticiones de las partes" las palabras "y el llamado a conciliación,".


7.- Intercálase en el artículo 795, a continuación del N° 1°, el siguiente N° 2°, nuevo, pasando el actual N° 2 a ser 3° y cambiándose correlativamente la numeración de los restantes:


"2°.- El llamado a las partes a conciliación, en los casos en que corresponda conforme a la ley;"

Artículo 2°

Eliminarlo.

Artículo Transitorio

Sustituirlo por el siguiente:


"Artículo transitorio.-  Esta ley comenzará a regir noventa días después de su publicación.".

- - -


En esa virtud, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY

Artículo único.-  Modifícase el Código de Procedimiento Civil en la forma que sigue:


1.- Sustitúyese el artículo 262 por el siguiente:


"Artículo 262.-  En todo juicio civil en que legalmente sea admisible la transacción, con excepción de los juicios o procedimientos especiales de que tratan los Títulos I, II, III, V y XVI del Libro III, una vez agotados los trámites de discusión y siempre que no se trate de los casos mencionados en el artículo 313, el juez llamará a las partes a conciliación y les propondrá personalmente bases de arreglo.


Para tal efecto, las citará a una audiencia para un día no anterior al quinto ni posterior al décimoquinto contado desde la fecha de notificación de la resolución.  Con todo, en los procedimientos que contemplan una audiencia para recibir la contestación de la demanda, se efectuará también en ella la diligencia de conciliación, evacuado que sea dicho trámite.


El precedente llamado a conciliación no obsta a que el juez pueda, en cualquier estado de la causa, efectuar la misma convocatoria."


2.- Incorpórase el siguiente inciso segundo al artículo 264:


"En los procesos en que hubiere pluralidad de partes, la audiencia se llevará a efecto aunque no asistan todas.  La conciliación operará entre aquellas que la acuerden y continuará el juicio con las que no hubieren concurrido o no hubieren aceptado la conciliación.".


3.- Reemplázase en el artículo 267 la palabra "actuario" por el vocablo "secretario".


4.- Sustitúyese el artículo 268 por el que se indica a continuación:


"Artículo 268.-  Si se rechaza la conciliación, o no se efectúa el comparendo, el secretario certificará este hecho de inmediato, y entregará los autos al juez para que éste, examinándolos por sí mismo, proceda en seguida a dar cumplimiento a lo señalado en el artículo 318.".


5.- Introdúcese en el artículo 698, a continuación de la regla 2a.,la siguiente regla 3a., nueva, pasando la actual 3a. a ser 4a. y cambiándose correlativamente la numeración de las restantes:


"3a.-  Se citará a la audiencia de conciliación para un día no anterior al tercero ni posterior al décimo contado desde la fecha de notificación de la resolución;"


6.- En el artículo 789, agrégase a continuación de las expresiones "las peticiones de las partes" las palabras "y el llamado a conciliación,".


7.- Intercálase en el artículo 795, a continuación del N° 1°, el siguiente N° 2°, nuevo, pasando el actual N° 2 a ser 3° y cambiándose correlativamente la numeración de los restantes:


"2°.- El llamado a las partes a conciliación, en los casos en que corresponda conforme a la ley;"


Artículo transitorio.- Esta ley comenzará a regir noventa días después de su publicación.".

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 3, 10, 17 y 31 de mayo de 1994, con la asistencia de los HH. Senadores señores Sergio Díez Urzúa (Presidente), Sergio Fernández Fernández (Carlos Letelier Bobadilla), Hernán Larraín Fernández, Anselmo Sule Candia y Adolfo Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 7 de junio de 1994.

JOSE LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario

